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I.
RESUMEN EJECUTIVO 
1. El Estado de Honduras, en las últimas décadas ha venido experimentado cambios significativos en su marco jurídico  que le han permitido incorporar  el enfoque de derechos humanos de las mujeres, igualdad de oportunidades y equidad de género, en el ámbito de la legislación y las políticas públicas, teniendo como referentes instrumentos nacionales e internacionales  de protección de los derechos humanos de las mujeres como son la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la  Mujer.

2. Existe en el país,  un importante empeño por combatir la violencia contra las mujeres, a fin de contribuir a modificar prácticas jurídicas o costumbres que respaldan la persistencia o tolerancia de la violencia contra la mujer.   

3. Dentro de las principales acciones realizadas están: la reforma de la Ley contra la Violencia Doméstica (2005),  las reformas al Código Penal  para lograr incorporar nuevas figuras penales como el tráfico, la trata, y explotación sexual comercial (2005). La aprobación de la Ley de Igualdad de Oportunidades para la Mujer (2000), la Política Nacional de la Mujer y Primer Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades (2002-2007), y la elaboración del Plan Nacional para Prevenir y Sancionar la Violencia Contra la Mujer  (2005). 
4. En lo que respecta a las estadísticas, se ha logrado la instalación de una base unificada de información sobre violencia doméstica en la Corte Suprema de Justicia (2004), la incorporación de los datos de violencia contra la mujer en las bases de datos de la Policía Nacional (2005), y la inclusión de módulos sobre violencia intrafamiliar en las encuestas nacionales (2003). 

5. En el aspecto educativo, se ha logrado incidir en cambios culturales de largo plazo, como la inclusión de la obligatoriedad de la educación sexual con énfasis en VIH SIDA a partir del 3er grado de primaria, la creación de la Maestría de Género y Educación en la Universidad Pedagógica Nacional (UPN) y la Cátedra de Estudios de la Mujer como asignatura optativa en la Universidad Nacional Autónoma de Honduras (UNAH).
6. Sigue siendo un reto el registro de las denuncias de las diferentes formas de violencia contra las mujeres en un sistema unificado nacional que sea útil para dar seguimiento a los casos en las distintas dependencias estatales, y que proporcione información para elaborar análisis que orienten políticas públicas.

7. Cabe señalar que la  situación económica del país es un grave obstáculo para la aplicación de la Convención.
II.
EVALUACIÓN POR ÁREAS TEMÁTICAS

Legislación, normativa vigente y planes nacionales

Avances

8. Honduras ratificó la Convención de Belém do Pará, mediante decreto No.72-95 publicado el 14 de junio de 1995
/. El reconocimiento de dicha Convención está estipulado en la Constitución de la República.

9. Posterior a la ratificación de la Convención en el año 1995, se han promulgado, reformado y derogado disposiciones legales para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respaldan la persistencia o tolerancia de la violencia contra la mujer.

10. En las reformas al Código Penal, vigente desde 1984, se han logrado incorporar  nuevos tipos penales  para sancionar la violencia intrafamiliar tales como el hostigamiento sexual y la explotación sexual comercial, tráfico, trata.

11. De igual manera,  se reformaron artículos que estaban relacionados con el incremento de multas por los delitos de ultraje al pudor, rapto.  Se logró eliminar el concepto de “mujer de buena fama” y mujer honesta, ya no existe el perdón expreso en caso de violación.   Se aumentaron las penas en los delitos de violación, actos de lujuria y rapto.  

12. Con la reforma al artículo 140, la violación quedó definida como delito de orden público, se aumentó la pena mínima de 6 a 9 años y la máxima de 9 a 13 años, y a 20 años por agravantes
/; y se definió la violación como el acceso carnal con persona de uno u otro sexo por vía vaginal, anal o bucal.

13. En los casos de violación, si bien el Código Penal no reconoce de forma explícita la violación en el matrimonio, tampoco establece excepciones en caso de que el violador sea la pareja conyugal.

14. Desde el año 2005, se cuenta con un Plan Nacional para Prevenir y Sancionar la Violencia hacia la Mujer, el cual fue formulado bajo la coordinación  del Instituto Nacional de la Mujer.  Este Plan tiene un enfoque sectorial, cuyo propósito es orientar la respuesta institucional para atender la problemática, realizar acciones para lograr eliminar la violencia hacia la mujer, y por ende, alcanzar progresivamente el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como el privado. Para su ejecución incluye la articulación de planes estratégicos de desarrollo municipal a cargo de las Oficinas Municipales de la Mujer en los diferentes municipios del país. 

Obstáculos

15. No se ha reglamentado la Ley Contra la Violencia Doméstica.

16. El Código Penal contiene conceptos y lenguaje sexista contra la mujer.  Así como también deben revisarse el Código de Familia, el que establece que en caso de incumplimiento de la pensión alimenticia se puede interponer una acción penal, este delito es fiable, lo que permite que el acusado no cumpla con sus obligaciones y siga en libertad. 

17. No se ha logrado garantizar la protección inmediata y efectiva a las mujeres en riesgo de violencia a través de medidas de seguridad que puedan ser  cumplidas y monitoreadas como por ejemplo (cuotas alimenticias paterna y demás responsabilidades de la patria potestad, brindar protección legal a  las emigrantes, y dar protección efectiva a las adolescentes rescatadas de las redes de explotación sexual.

18. Los debates nacionales sobre la seguridad ciudadana, tienden a centrarse en la violencia juvenil, y el crimen organizado,  lo que lleva a darle no la atención meritoria a  los crímenes contra las mujeres por causa de género. 

19. Aunque se aprobó una reforma al Código Penal en lo referente a los delitos de explotación sexual comercial y trata de personas, falta regular lo relativo a la migración ilegal en lo relacionado con el trabajo doméstico en condiciones de servidumbre.

20. No se han logrado cambiar los esquemas culturales de los funcionarios en cuanto a las causas de la violencia  y aun se observa desconocimiento en los funcionarios en cuanto a los alcances y contenido de la ley; además de señalar que las capacitaciones se concentran más en la capital y un mismo sector de funcionarios/as.  

Retrocesos

21. En los procesos judiciales las mujeres son revictimizadas.

22. A pesar las capacitaciones brindadas a los funcionarios/as públicos no hay una mejora en la atención y calidad de los servicios.

Acceso a la justicia- Protección y rehabilitación de las víctimas y sus agresores

Avances

23. En cuanto al acceso a la justicia, Honduras cuenta con trámites expeditos y normados para garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de la violencia los cuales están contenidos en la Ley Contra la Violencia Doméstica, el Código Penal y el Código Procesal Penal y el Código de la Niñez y Adolescencia.

24. Se han creado Fiscalías Especiales de la Mujer en el Ministerio Público, las cuales realizan la investigación de los delitos y acompañan a las mujeres en el ejercicio de la acción penal pública, para ello se cuenta con recursos humanos altamente calificados en Medicina Legal Forense.
25. Se han creado  Juzgados Especiales de Violencia Doméstica con el nombramiento de 4 juezas que atienden de forma exclusiva las denuncias de violencia doméstica. Estos juzgados especiales recibieron el 61% de las denuncias por violencia doméstica en el país en el año 2005. 

26. La Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la Aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica, ha permitido identificar las debilidades en la aplicación de la misma,  y hacer propuestas para mejorar y proponer las reformas pertinentes para hacer más eficiente y eficaz la administración de la justicia. 

27. Se cuenta con un  Manual de Procedimiento Policial en la Atención de la Violencia Doméstica y de Protocolos de Atención para el Ministerio Público y los Juzgados, elaborados en coordinación con el INAM.  

28. En el marco de un Programa Regional de ONGs de mujeres se formaron  75 facilitadoras de grupos de autoayuda a nivel nacional que organizaron 23  grupos de autoayuda en diferentes lugares del país. El programa incorporó a representantes de ONGs, grupos de mujeres, gremios e instituciones del Estado, entre otros.

29. Se dispone de una casa de refugio, como parte del trabajo conjunto de las organizaciones de mujeres, el INAM, la alcaldía, la oficina municipal de la mujer y la cooperación externa.

30. Se ha avanzado en la formación de redes contra la violencia y consejos en espacios locales,  y la creación de comisiones interinstitucionales entre el gobierno y la sociedad civil para el seguimiento de la administración de justicia y propuesta de reformas legales en diferentes tipos de violencia contra la mujer, como violencia doméstica, explotación sexual comercial y femicidios.

Obstáculos

31. Existen dificultades de las mujeres en el acceso a la administración efectiva de la justicia y al resarcimiento del daño.

32. La distribución territorial de las instituciones que imparten justicia y los recursos privilegia a la capital, en una escala decreciente para las ciudades intermedias y menores, sin casi ningún recurso en las áreas rurales.

33. Las insuficiencias del sistema de registros y estadísticas para captar los tipos de violencia contra las mujeres diferentes a la doméstica, no permiten visibilizar la gravedad de formas de agresión como la violación, el incesto, el rapto y secuestro de niñas y adolescentes, la explotación sexual comercial, o los femicidios. En estos tipos de crímenes, la información no está disponible para series de años, y si existe es poco accesible o varía por fuente.

34. No se ha logrado que el sector privado  participe de manera amplia en la  prevención y atención de la violencia contra las mujeres, como debería hacer acorde a los principios de responsabilidad social empresarial, aunque las mujeres representan casi el 60% de la fuerza de trabajo, en algunos sectores como la maquila.

35. Hace falta claridad acerca del proceso que se debe seguir en las denuncias por violencia doméstica, lo que provoca la realización de trámites innecesarios y repetitivos y que se alargue de forma innecesaria la ruta critica que siguen las mujeres. 

36. El período establecido por ley para la aplicación de las medidas de seguridad en casos de violencia doméstica es muy corto en relación a la duración que tiene estos procesos.  Esto da lugar a que las mujeres  quedan desprotegidas antes de terminar el proceso legal, sin que el agresor esté cumpliendo medida de seguridad alguna.

37. Los servicios de defensoría gratuitos son escasos y en la mayoría de los casos solo funcionan en las grandes ciudades.

38. No se dispone de suficiente presupuesto para el fortalecimiento de dependencias estatales  a nivel central y local  que brindan atención a víctimas de violencia.

39. No se dispone de  medidas de seguridad temporales como refugios o albergues para las mujeres agredidas y en situación de peligro, al igual que para sus hijos/as menores.  Aunque se incluye en la Política Nacional de la Mujer, hasta el momento  la participación del gobierno central y locales, ha sido limitada.  Existen iniciativas pero que no son suficiente para dar respuesta a la problemática.

40. Las Consejerías de Familia requieren de personal especializado  para el tratamiento de agresores y ampliar su cobertura a todo el territorio nacional.

41. No se asignan los recursos necesarios  para la implementación de la Política Nacional de la Mujer 

42. No se cuentan con mecanismos para darle seguimiento a las denuncias interpuestas por las mujeres víctimas de violencia.

Retrocesos

43. A pesar de que las leyes establecen trámites expeditos para garantizar que las mujeres tengan un rápido acceso a la justicia, se presentan  casos que no  cumplen los términos establecidos en la ley y las mujeres son revictimizadas.

Presupuesto Nacional 

Avances

44. El presupuesto estatal asignado al Instituto Nacional de la Mujer (INAM), se ha incrementado en los  últimos años, pasando de 8.0 millones de Lempiras en 2002 a 12.4 millones de Lempiras, en el 2005.

45. Creación de nuevas instancias institucionales estatales para prevenir, atender, sancionar, y erradicar la violencia contra las mujeres como: Fiscalía Especial de la Mujer, Juzgados Especiales, están incorporadas en los presupuestos  del Ministerio Público y el Poder Judicial. 

46. Se han destinado recursos públicos para la apertura de nuevos servicios como la Línea 114 de emergencia, que maneja la policía preventiva, y el mantenimiento de la base de datos sobre violencia contra las mujeres de la Corte Suprema. 

47. La Corte Suprema de Justicia tiene registros del presupuesto gastado en la atención de la violencia contra las mujeres, pero sólo en los casos de violencia doméstica. No hay estimaciones de costos de los procesos legales para otras formas de violencia contra las mujeres (violencia sexual, homicidios, violencia intrafamiliar, entre otras).  

Obstáculos

48. El Presupuesto del Estado no permite visibilizar claramente los rubros que están más deficitarios, y que deberían ser inmediatamente reforzados.  Los presupuestos no especifican montos destinados a la atención de la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer. Los presupuestos se aprueban de forma global.

49. No hay programas para garantizar la seguridad de las mujeres afectadas por violencia, ni  para la protección de testigos,  por lo que tampoco existe asignación de fondos para estos propósitos.

50. Las Consejerías de Familia funcionan adscritas a los centros de salud y no tienen un presupuesto específico asignado. Para los programas de rehabilitación cuentan con fondos limitados y dependen del presupuesto del área de salud mental de la Secretaría de Salud.

51. Salvo excepciones, en los presupuestos de las alcaldías municipales no están incorporados los costos de funcionamiento y actividades de las OMM en particular las referidas a la prevención y atención de la violencia contra la mujer porque dichas oficinas no están legalmente integradas a la estructura municipal.  

52. En lo concerniente a la administración de justicia, hay lentitud en la resolución de los procesos. Con frecuencia prevalece el criterio de los administradores de justicia de tipificar la violencia física como violencia doméstica (norma preventiva), aún cuando las lesiones pueden ser sancionadas por violencia intrafamiliar (norma penal). No hay criterios unificados en la interpretación de esta ley ni se toma en cuenta lo que más conviene a la agredida. 

53. Dificultades en la investigación de los casos por falta de agentes de la DGIC.  La mayoría de los casos no concluyen todo el procedimiento judicial, se quedan en la etapa de aplicación de medidas de seguridad. 

54. Los servicios de medicina legal están disponibles en las grandes ciudades, lo que se hace necesario expandir sus dependencias a nivel nacional. 

Información y Estadísticas

Avances

55. Se han dado importantes avances en el registro de información y estadísticas nacionales unificadas, acordes al objetivo de la Política Nacional de la Mujer en el eje de Violencia que establece: “fortalecer la planificación interinstitucional y promover la creación de un sistema estadístico nacional para prevenir y sancionar la violencia contra las mujeres”
/. 

56. En el año 2004, el Poder Judicial incorporó un sistema unificado de registro de los casos de violencia doméstica que contiene indicadores utilizados por todos los juzgados con competencia en esta materia a nivel nacional. La información es recabada por las/os  juezas/ces al momento de las audiencias de violencia doméstica, mediante un formulario que contiene datos sobre el perfil socioeconómico de la víctima y del agresor, entre otros. 

57. El sistema contiene información estadística útil para el seguimiento de casos de violencia doméstica a partir de las denuncias que se presentan en todo el país así como para elaborar diagnósticos y propuestas para hacer más eficiente la aplicación de la Ley contra la violencia doméstica y en general la actuación de la justicia frente al problema, y con fines de orientar políticas públicas. El  sistema fue diseñado por el INAM que también brindó asesoría técnica para su funcionamiento, mediante convenio suscrito con el Poder Judicial en junio de 2004. El registro de los datos de violencia doméstica,  se está incorporando al Centro Electrónico de Documentación e Información Judicial, (CEDIJ)
/.  

58. El Ministerio Público, la Corte Suprema de Justicia y la Secretaria de Seguridad, están implementando el sistema de expediente digital interinstitucional (SEDI).   Con este sistema se pretende llevar un mejor control de la incidencia de violencia, incluida las mujeres. 

59. El INAM,  diseñó un sistema de información para el Ministerio Público, que  registra todas las diversas formas de violencia contra las mujeres que ingresen a la institución en las diferentes regiones del país.  Este Sistema se pondrá en funcionamiento en la Fiscalía Especial de la Mujer 

60. La Dirección de Medicina Legal, dependencia del Ministerio Público, lleva un registro de los casos sobre los que se realizan dictámenes forenses.   La Dirección de Investigación Criminal (DGIC) dependencia de la Secretaría de Seguridad, incorporó al sistema de estadísticas y antecedentes policiales el registro de las denuncias por violencia doméstica e intrafamiliar. La Policía Nacional Preventiva también integró en el sistema de registro y estadísticas la información sobre violencia doméstica con datos sobre la agredida y el agresor, el lugar del suceso, el tipo de violencia y los daños ocasionados, entre otros, al menos con información para el Distrito Central. 

61. Con respecto a las estadísticas de incidencia y prevalencia de la violencia hacia las mujeres, el Instituto Nacional de Estadística, INE, con la asesoría del INAM, incorporó un módulo de preguntas sobre violencia doméstica en la Encuesta de Hogares de Propósitos Múltiples de septiembre 2003, que aporta información sobre el problema. 

Obstáculos

62. Existen problemas de duplicación de las estadísticas entre las diferentes instancias que registran información.

63. Se presentan deficiencias para la recolección y captura de información de forma homologada entre las diferentes instituciones del Estado de forma que permita hacer un análisis de la situación de las mujeres víctimas de violencia.

64. Los esfuerzos por mejorar los registros se han concentrado en la Violencia Doméstica,  mientras que para otros tipos de delitos, como femicidios  no  existen sistemas de registro; los casos aparecen como homicidio, o parricidio. 

65. La mayoría de la información no está desagregada por sexos, incluso en la base de datos del (CEDIJ).  Es limitado para usuarias/os externas/os  el acceso a los datos recabados por las instituciones que llevan los registros; se destinan insuficientes recursos humanos y materiales para alimentar y mantener esos sistemas, las/os jueces de VD tienen una sobrecarga de responsabilidad, y hay un escaso aprovechamiento de la información recabada para dar seguimiento a los casos de violencia contra las mujeres. 

66. Falta institucionalidad en los procesos para registrar y contar con estadísticas de violencia contra las mujeres unificadas a nivel nacional. 

67. Existe un sub registro de los casos o denuncias de violencia doméstica que obedece a la falta de contar un sistema de registro unificado. Los sistemas de registros son diversos, incompatibles o duplicados,  carecen de análisis estadístico.

68. Con frecuencia, son las ONG s de mujeres las que mantienen registros paralelos y análisis más oportunos sobre las distintas formas de violencia contra las mujeres.

III.
RECOMENDACIONES GENERALES BASADAS EN LAS DISPOSICIONES DE LA CONVENCIÓN

Generales

69. Se deben adoptar medidas específicas, inclusive programas para: modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, servicios especializados para la mujer objeto de violencia, programas de rehabilitación y capacitación, alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices que contribuyan a erradicar la violencia contra la mujer.

70. Garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y demás información sobre las causas y, consecuencias y frecuencia de la violencia contra la mujer.

Específicas

71. Es necesario seguir  impulsando y promoviendo las reformas legales necesarias para garantizar un sistema normativo coherente, armónico, no discriminatorio, que permita la protección integral a las mujeres frente a la violencia.

72. Fortalecer la institucionalidad existente, para operativizar la normativa adoptada y las políticas vigentes, a fin de disponer de servicios oportunos, eficientes, eficaces, y de calidad, que incidan en la efectiva protección de la seguridad y la vida de las mujeres.

73. Mejorar la coordinación interinstitucional entre el Estado y la sociedad civil,  para desarrollar procesos continuos y sistemáticos de evaluación y monitoreo sobre el desempeño de las instituciones y la capacidad y eficiencia del Estado para la atención global de la violencia contra las mujeres.

74. Fortalecer la participación de las mujeres organizadas y capacitadas en los municipios y comunidades urbanas y rurales, para que sean las encargadas de velar por la descentralización de los recursos destinados a la atención,  prevención  y erradicación de la violencia contra las mujeres, para que se logre una mayor cobertura del acceso a la justicia en los ámbitos comunitarios.

75. Sistematizar y divulgar experiencias exitosas, de modelos de intervención integrales de prevención y atención que se puedan replicar a nivel local y nacional, y que atiendan a todas las formas de violencia contra la mujer, no sólo la doméstica.

76. Fortalecer los programas de comunicación y divulgación que involucren a los empresarios de medios, y al gremio de comunicadores/as sociales, para que contribuyan de manera sistemática y efectiva a la denuncia de la impunidad, promuevan la igualdad y los derechos humanos de las mujeres, y participen en la construcción de una opinión pública favorable a una cultura de paz.

77. Es importante que en los programas de cooperación externa, se tome en cuenta la elaboración de acuerdos con la Secretaría de Finanzas, y las instituciones directamente involucradas, para que el proceso de transferencia de los programas se realice con su correspondiente asignación de fondos. 

78. Se hace necesario que  el Estado asuma los costos en los servicios de protección a las mujeres en situaciones de alto riesgo tanto en la creación y sostenibilidad de refugios en zonas claves del país, así como la creación de programas de protección a testigos y víctimas de violencia doméstica, así como  la ampliación de la Línea 114 a nivel nacional con el personal adiestrado y el equipo necesario.

79. Aprobar con urgencia el reglamento de la Ley Contra la Violencia Doméstica para  una aplicación uniforme de la ley.

80. Mantener la divulgación amplia de las leyes y reglamentos contentivos de los derechos de las mujeres, para que sean conocidos y apropiados por los operadores de justicia; en especial, en aquellas instancias donde es frecuente la rotación de personal.  

81. Lograr que a nivel local, regional y nacional se aplique de forma adecuada los principios, medidas y procedimientos contenidos en la Ley Contra la Violencia Doméstica, Código Penal y demás para  una efectiva protección de la seguridad y la vida de las mujeres. Al mismo tiempo, es necesario aplicar las sanciones administrativas y penales al personal que no cumpla con sus funciones y obligaciones de la forma establecida en la ley. 

82. Incorporar los ejes de la Política Nacional de la Mujer en los planes nacionales, a fin de que la violencia contra las mujeres sea considerada como un problema de Estado, y que sea atendido de forma integral, tanto en lo local como en lo nacional. 

83. Implementar un Observatorio Nacional para dar seguimiento al estado de situación de la violencia contra las mujeres. Este observatorio también debe tener la obligación de dar seguimiento a la Convención de Belém do Pará. 

84. Fortalecer las comisiones interinstitucionales para que se encarguen de velar por la correcta de la aplicación de las leyes y las políticas públicas para la promoción y defensa de los derechos de las mujeres y prevención de la violencia. Para ello, es necesario aumentar, y descentralizar recursos y esfuerzos de los diferentes espacios de coordinación existentes, como la Comisión Interinstitucional de Seguimiento a la aplicación de la Ley Contra la Violencia Doméstica.

85. Crear y fortalecer medidas o programas para supervisar la adecuada administración de justicia en todos los casos de violencia contra la mujer, en especial, en las ciudades donde hay menos presencia institucional y donde se han registrado mayores deficiencias. Esto va a permitir erradicar malas prácticas en los procesos judiciales, como la notificación personal realizada por la víctima, las violaciones al principio de secretividad, el cobro de los trámites, los mecanismos para la evaluación de la prueba, que las mujeres sean las encargadas de darle seguimiento a las denuncias, entre otros. 

86. Los manuales y procedimientos de atención en materia de violencia doméstica que fueron diseñados para la Policía, el Ministerio Público y los Juzgados deben ser socializados y aplicados por los administradores de justicia, para que se logre la unificación de los criterios que se deben seguir en la atención de este tipo de casos. 

87. Mejorar las capacidades logísticas y de recursos de todas las instancias encargadas de administrar justicia, para que se cumplan los principios de celeridad de la justicia e inmediación y para garantizar la protección de la vida, seguridad e integridad de las mujeres y para que se cumplan las medidas, sanciones o penas impuestas a los perpetradores de este tipo de delitos. 

88. Con respecto a la atención de casos por violencia doméstica, es necesario que se establezcan procedimientos adecuados que permitan el cumplimiento de las medidas de protección establecidas en la Ley contra la Violencia Doméstica, en especial, en lo referente a las medidas de seguridad, que son las que permiten detener la violencia inmediata e impedir la comisión de nuevos actos de violencia. También es necesario establecer  mecanismos de monitoreo que permitan dar seguimiento a la imposición y cumplimiento de las medidas de seguridad.

89. Crear en cada departamento del país, centros de atención integral para las mujeres, donde se les brinde asistencia legal, emocional y social de forma gratuita y rápida, en especial en los casos de familia, delitos sexuales, violencia doméstica e intrafamiliar y delitos contra la vida, y contra la propiedad.  

90. Debe nombrarse personal especializado en las Consejerías de Familia de todo el país, para que se pueda cumplir la medida cautelar de la reeducación del agresor. Asimismo, los modelos de atención que han sido desarrollados por las organizaciones de mujeres deben ser replicados por las Consejerías de Familia y otras instancias públicas que brindan atención, como las OMM. 

91. Deben crearse más casas refugio que sean administradas y sostenidas por el Estado, que cuenten con los recursos necesarios para garantizar la protección y la seguridad de las mujeres. 

92. También son necesarios procesos de capacitación y sensibilización de quienes hacen los registros,  así como el incremento del monitoreo institucional y social para mejorar la calidad de los  registros y sistemas de estadísticas. Esto aplica para las encuestas y censos nacionales. Es necesario poner mayor énfasis en crear sinergias, y producir análisis interinstitucionales cruzados para el seguimiento de casos de las diferentes formas de violencia hacia las mujeres.

93. Los procedimientos probatorios deben de reforzarse para que la declaración de la víctima tenga preponderancia y no revictimice a la mujer.
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�.	Instituto Nacional de la Mujer, INAM. Compendio de Leyes sobre Derechos de la Mujer, Pág. 50, INAM.


62.	Este artículo de forma literal expresa: “La madre que para ocultar su deshonra que no haya cumplido tres días de nacido, será sancionada con 6 a 9 años de reclusión”. Taller de Consulta de San Pedro Sula.


63.	Política Nacional de la Mujer, Primer Plan de Igualdad de Oportunidades, 2002-2006, INAM, Pág. 79.





64.	El CEDIJ , Centro Electrónico de Documentación e Información Judicial, dependencia de la Corte Suprema de Justicia, es una unidad que integra los servicios de documentación e información institucional,  dependiendo directamente de la presidencia de la Corte Suprema de Justicia. www.poderjudicial.gob.hn.
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